Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 41 minutos.) 


-La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial tiene el gusto de recibir a integrantes del 
Programa Mejoramiento de Barrios, al arquitecto Fernando Cabezudo, Coordinador General; a la 
arquitecta Myrna Campoleoni, Gerenta Técnica y al doctor Pablo Turban, responsable del Área Jurídica 
y de Adquisiciones. 


El motivo de su visita obedece a que en la sesión del 11 de junio pasado, esta Comisión 
recibió a vecinos de los barrios Asencio e Higueritas de Nueva Palmira, quienes hicieron una serie de 
planteos vinculados a su barrio. Luego de escuchar la problemática existente, la Comisión decidió 
cursarles invitación a los integrantes del Programa Mejoramiento de Barrios, con la correspondiente 
versión taquigráfica de la sesión a la que aludí, para abordar este tema. 


A efectos de que conste en la versión taquigráfica, quiero decir que estaremos presenciando 
un audiovisual que nos ilustrará de la mejor manera esta problemática, el cual quedará a disposición de 
todos los señores Senadores como así de todos los interesados en ella. 


SEÑOR CABEZUDO.- Agradecemos a la Comisión la invitación cursada para dar cuenta de lo que ha 
hecho el Programa con respecto a este barrio de la Intendencia de Colonia. Asimismo, queremos 
agradecer la comprensión ante la prórroga que solicitamos la semana pasada por razones familiares; a 
veces, hay situaciones que se imponen y que tienen que ser entendidas por los demás. 


En el día de hoy trajimos una presentación que pretende dar cuenta de lo intervenido por el 
Programa en este barrio. 


Antes de dar comienzo a la misma, pido que me sepan disculpar por si en determinados 
momentos se hace un poco tediosa y larga la presentación, pero lo que sucede es que el Programa 
tiene una complejidad institucional que es preciso e imprescindible conocer, a los efectos de poder 
analizar la situación que atraviesa el barrio. 


Después de leer la versión taquigráfica de la sesión a la cual concurrieron los vecinos, 
acompañados de un Concejal, nos pareció absolutamente imprescindible dedicar parte de esta 
presentación a dejar aclarado este aspecto institucional. 


Trajimos también algunas carpetas que contienen información complementaria a la de la 
presentación -a la que iré haciendo mención a medida que vaya transcurriendo la exposición- que, si 
son objeto de preguntas o de dudas, estaremos dispuestos a evacuarlas. 


En primer lugar, es importante establecer dónde se ubica el Programa de Mejoramiento de 
Barrios dentro de la institucionalidad del Estado. Es un Programa que surge de un endeudamiento de 
Uruguay con el Banco Interamericano de Desarrollo por el que este último aporta el 70% de los 
recursos y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, a través del Fondo 
Nacional de Vivienda y Urbanismo, el 30%. El 30 de diciembre de 2008 se suscribe el contrato de 
préstamo; al finalizar este año, prácticamente ya estaremos culminando el tramo de US$ 100:000.000. 
Los organismos financiadores designan -así lo establece el contrato de préstamo- a la Unidad 
Coordinadora del Programa -UCP- de la que forman parte, como ejecutores, quien habla, el 
Coordinador General, la arquitecta Campoleoni, la Gerenta Técnica, y el doctor Turban, el encargado 
del Área Jurídica y de Adquisiciones. El relacionamiento del ejecutor con los barrios no se da 
directamente sino a través de los subejecutores. En el caso que nos ocupa, lo que nos interesa ver en 
la línea de subejecutores son las Intendencias departamentales que son las que contratan a las firmas 
consultoras o a los consultores individuales, según la opción que haga la Intendencia, para formular los 


proyectos. Asimismo, la Intendencia departamental contrata a las empresas constructoras que, una vez 
hecho el proyecto, llevarán adelante las obras en los barrios. 


El esquema que se ve en la presentación se viabiliza a través de, en primer lugar, lo que se 
denomina el convenio de subejecución. Es el convenio marco que establece las reglas de juego para la 
participación del subejecutor  -en este caso, la Intendencia- en el ámbito del programa, es decir cómo 
juega el subejecutor y cómo juega la Unidad Coordinadora del Programa en esto. La Intendencia de 
Colonia suscribió el convenio de subejecución en diciembre de 2009. 


Es importante detenernos en las obligaciones asumidas tanto por la Intendencia como por la 
Unidad Coordinadora del Programa. El convenio de subejecución figura, en su totalidad, en la carpeta 
que entregamos a los señores Senadores. Aquí vamos a destacar los aspectos que creemos 
sustanciales para comprender la problemática de los barrios Asencio e Higueritas. Entre las 
obligaciones que asume la Intendencia, establecidas en el artículo 3% de este convenio, figura el 
identificar entre los asentamientos que se encuentran en su jurisdicción territorial, aquellos que pueden 
ser elegidos para la financiación del programa. La Intendencia dispone, en su territorio, cuáles son los 
asentamientos irregulares y establece la prioridad sobre cuál de ellos quiere intervenir. Una vez 
identificados esos asentamientos, la Intendencia verifica que cumplan con los requisitos para ser 
elegidos y presenta lo que denominamos un perfil de proyecto al programa que, en definitiva, luego de 
aprobarlo, viabiliza la financiación de la intervención. A su vez, la Intendencia se obliga a contratar y 
supervisar la formulación y ejecución de los proyectos integrales de mejoramientos de barrios. 


Si volvemos al primer esquema de la presentación, donde en el texto del convenio se 
establecía que las Intendencias departamentales contratan a las firmas consultoras, nos estamos 
refiriendo a esto: a contratar y supervisar la formulación y ejecución de los proyectos integrales de 
mejoramiento de barrios que ya han sido aprobados por la Unidad Coordinadora del Programa acorde 
con los procedimientos técnicos, administrativos, financieros y las políticas de adquisiciones del 
programa. Las reglas de juego de la forma de contratación son las que regulan al programa. 


Asimismo, la Intendencia se compromete a aportar los recursos complementarios o 
adicionales necesarios para concluir las inversiones previstas por el Programa y asumir el pago de los 
mayores costos que eventualmente se generen durante la ejecución de los proyectos. El Programa 
tiene un límite de financiamiento por lote a regularizar -este es un punto que vamos a ver más 
adelante- y ese financiamiento que aporta el Programa es sustancial, pero no necesariamente 
suficiente. La Intendencia, cuando firma el convenio de subejecución, asume que los mayores costos 
de las obras que estén por encima del financiamiento del Programa van a ser de sus recursos 
presupuestales o de recursos financieros que obtenga en otros organismos del Estado. 


A su vez, la Intendencia se obliga a brindar a la Unidad Coordinadora del Programa toda la 
información de los proyectos que se le requiera y facilitar las acciones pertinentes para la supervisión 
de los trabajos. Los equipos técnicos del Programa supervisan periódicamente las intervenciones, las 
acciones de las Intendencias, y participan de las asambleas de barrio y de los ámbitos de trabajo de la 
Intendencia en la función de supervisión de estos procesos. El Programa supervisa a la Intendencia 
velando por el cumplimiento de las regulaciones que el propio Programa tiene. Esta información de los 
proyectos que requiere la Unidad Coordinadora del Programa es la que nos permite concurrir hoy a 
esta Comisión y hablar sobre la base de documentos, que son los que nos ha proporcionado la 
Intendencia y los que ha elaborado el propio Programa, obviamente. 


A su vez, la Intendencia se obliga a proveer, operar y mantener de forma adecuada las 
inversiones y los servicios de aseo urbano; mantenimiento de vías, drenajes y saneamiento, y demás 
cometidos de su competencia en los barrios beneficiados. Los barrios donde el Programa financia 
intervenciones son propiedad de las Intendencias; por lo tanto, una vez culminada la obra que financia 
el Programa, es un barrio como cualquier otro de la Intendencia. La función del Programa en relación a 
los barrios es la misma que la del Programa de los Gobiernos Subnacionales o lo que en su momento 
fue el Plan de Obras Municipales. El Programa llega con una inversión que mejora el barrio, pero la 
obligación de mantenerlo, obviamente, es de la Intendencia, que es la propietaria del barrio. En la 
versión taquigráfica aparecen muchas referencias al barrio PIAl. No, no es un barrio PIAl; es un barrio 
de Nueva Palmira propiedad del departamento de Colonia, que administra la Intendencia de Colonia. 


Por lo tanto, es lógico que, en el marco del convenio, la Intendencia se obligue a proveer, operar y 
mantener de forma adecuada las inversiones y asegurar los servicios que proveen las Intendencias en 
todos los barrios de la jurisdicción del departamento. 


Asimismo, la Intendencia se obliga a supervisar, dirigir y controlar los servicios desarrollados 
por el personal técnico contratado a solicitud de la Intendencia, con financiamiento del Programa, para 
realizar tareas relacionadas con lo que nosotros llamamos el fortalecimiento institucional. A solicitud de 
la Intendencia, el Programa contribuye a minimizar sus debilidades institucionales aportando 
financiamiento para la contratación de técnicos por procesos que el Programa vela por que sean 
competitivos y transparentes, pero es claro que son recursos humanos que se refieren directamente a 
la Intendencia y esta asume, exclusiva e intransferiblemente, la responsabilidad por todos los actos, 
hechos u omisiones que pudiera realizar o en que pudiera incurrir el consultor respectivo en el ejercicio 
de los servicios contratados. 


La Intendencia se obliga a poseer o implementar y destinar en tiempo y forma, la 
infraestructura material y la dotación de recursos humanos propios que permita el cumplimiento 
adecuado y tempestivo del objeto del presente convenio. Es decir, la Intendencia responderá en la 
formulación del proyecto, en la dirección de la obra, en las contrataciones, tanto de la firma consultora 
como de la empresa constructora, con su personal, más el contratado con el financiamiento del 
programa, garantizando que la aplicación de recursos sean dirigidos de la manera adecuada. 


La unidad coordinadora del programa se obliga -con respecto a esto, seré más sintético y 
solo me remitiré a la presentación de las letras itálicas- a orientar y supervisar a la Intendencia; analizar 
y aprobar o rechazar el financiamiento de proyectos presentados por la Intendencia que cumplan con 
los criterios de elegibilidad, requisitos económicos y demás requerimientos, así como tramitar la no 
objeción del Banco Interamericano al financiamiento de los proyectos; financiar diseños y estudios, 
proyectos que cumplan con los criterios de elegibilidad, requisitos económicos y distintos 
requerimientos; evaluar la capacidad institucional de la Intendencia para la ejecución de los proyectos y 
de ser necesario fortalecer a través del fortalecimiento de profesionales que la citan. En síntesis, las 
obligaciones que asume la unidad coordinadora del programa en el marco del convenio son la 
orientación, supervisión, la aprobación y rechazo, la financiación, evaluación de capacidades y el 
financiamiento de fortalecimientos institucionales. 


Con esto quiero dejar claro que la contratación y la elaboración del proyecto; la contratación 
de la firma constructora; la dirección de los trabajos; la aprobación de los certificados de obra; la 
recepción de las obras y su mantenimiento, son las obligaciones que asume la Intendencia. El 
programa no hace obra, sino que financia obras en la medida que los procesos se ajusten a las 
políticas de adquisiciones del programa, a la normativa BID y a la normativa nacional para compras y 
auditorías. 


En la versión taquigráfica de la sesión a la que concurrió la Comisión se menciona la 
posibilidad de solicitar una auditoría de los procedimientos llevados adelante por el programa. Este se 
encuentra sujeto permanentemente a cuatro auditorías: la del Tribunal de Cuentas de la República, la 
de la Contaduría General de la Nación, la del Banco Interamericano de Desarrollo y, en virtud del 
contrato de préstamo, tiene la obligación de contratar anualmente una revisión externa que realice una 
auditoría general del programa que en los últimos años la está haciendo Deloitte, por efecto de los 
procesos competitivos. Ya hace muchos años, el programa tiene dictámenes limpios de todas las 
auditorías. Creo -esto lo digo en sentido general, aunque tal vez exista algún detalle- que en los 
procesos de Nueva Palmira tampoco hubo situaciones que produjeran las observaciones del Tribunal 
de Cuentas que hubiera que reiterar, ni de la Contaduría General de la Nación, ni del Banco 
Interamericano de Desarrollo. Estos informes que son grandes estibas de papel se encuentran a la 
orden de quienes quieran verificar mis dichos. 


En este marco institucional, el Proyecto Asencio-Higueritas, lo que llamamos preinversión es 
la fase del proyecto previo a las obras. Vamos a tener que fijar algunas fechas para contar con un 
relato lo más lineal posible y comprensible de cómo ha sido el proceso. El 1* de diciembre de 2005, la 
Intendencia hace el llamado a licitación para la contratación de un equipo técnico multidisciplinario - 


ETM-, a los efectos que realice el diagnóstico, el proyecto y la supervisión de las obras una vez 
contratada la empresa constructora. 


En noviembre de 2006 se firma el contrato con el equipo técnico multidisciplinario llamado 
Consorcio Inypsa-Ductor. Transcurridas las etapas de formulación del proyecto -no vamos a entrar en 
ese detalle-, es aprobado por el barrio el 10 de noviembre de 2007. 


En la carpeta que les entregué, luego de los convenios, de una ficha y de una descripción del 
proyecto -que no voy a hacer porque creo que no es el objetivo; no obstante, si hay interés en 
conocerlo, es bueno que cuenten con los elementos concretos-, agregamos el acta notarial y el 
convenio de adhesión con el Programa de Integración de Asentamientos Irregulares entre la 
Intendencia -representada para el caso por su Secretario General- y todos y cada uno de los vecinos 
del barrio. Esto es algo sustancial, porque ningún proyecto que se formule con financiación del 
Programa llega a la fase de obra si no cuenta, como mínimo, con la aprobación expresa del 70% de 
los vecinos beneficiarios. 


Quiero destacar que esta instancia es pública: convoca a las personas. El proyecto ha sido 
presentado en diversas instancias de asambleas y talleres, y las familias del barrio llegan con perfecto 
conocimiento de cuál es el proyecto sobre el que van a prestar su conformidad. Sin duda, esta es una 
instancia sustancial para el Programa. A lo largo de la historia del Programa, tal vez Asencio e 
Higueritas sea el único proyecto que tiene una situación de conflictividad como la que estamos 
manejando. 


Si pensamos que estas obras se realizan construyendo redes de saneamiento, de agua 
potable y de vialidad en un territorio ocupado irregularmente, en el que hay reasignación de tierras, 
realojos y donde las situaciones caso a caso no son comparables, podríamos afirmar que estas 
intervenciones no serían posibles sin una fuerte adhesión de las familias beneficiarias y un acuerdo 
firme con el proyecto. 


Podemos imaginar claramente que si llegamos a un barrio y decimos: “Todos van a ser 
realojados, menos estas cinco familias”, lógicamente, la primera reacción de esos vecinos va a ser la 
de preguntar por qué no nos dan una vivienda nueva y a las demás familias sí. En la medida en que las 
soluciones no son iguales para todos, surge una conflictividad natural, que se trabaja junto con la firma 
consultora, el equipo técnico y el barrio. Este proceso conduce a la aprobación del proyecto por parte 
del barrio, y, a la vez, el Programa se asegura que no habrá conflictos en la medida en que el 70% de 
los vecinos estén de acuerdo con la obra que va a realizarse en su barrio. 


En el caso de Asencio e Higueritas, el 77% de las familias estuvo de acuerdo con este 
proyecto. 


Esta instancia de aprobación del proyecto por parte del barrio lleva a la firma consultora a 
elaborar el proyecto ejecutivo, aprobado finalmente en mayo de 2009. Este proyecto consiste en tomar 
los recaudos necesarios para poder llevar adelante una licitación pública internacional. Se trata de 
cuidados que describen fehacientemente las obras que, además, deben contar con la aprobación de 
los organismos competentes. Esto significa que las redes de agua y de saneamiento deben tener la 
aprobación de OSE; si hay una planta de tratamientos, necesita la aprobación de la Dirección de Medio 
Ambiente; para la red de energía, se debe contar con la aprobación de UTE; para la red de vialidad, es 
necesaria la aprobación de los servicios competentes de las Intendencias, etcétera. 


Vale decir que cuando se llega a la instancia de un proyecto ejecutivo aprobado, el Programa 
tiene la certeza de que, por un lado, cuenta con la aprobación del 70% de los vecinos y, además, que 
los organismos competentes que van a recibir esas obras ya las aprobaron. De lo contrario, no hay 
financiamiento. 


Quiero señalar un detalle que no aparece en forma clara: la Intendencia de Colonia, en 
diciembre de 2009, luego de un proceso de desinteligencias con la firma consultora, opta por rescindir 
el contrato con Inypsa-Ductor. A partir de ese momento, la Intendencia llevará adelante la instancia 


siguiente -que es la del seguimiento de obra-con consultores individuales, contratados con 
financiamiento del programa en procedimientos competitivos de llamado público, comparación de 
méritos y entrevistas de evaluación. De esa forma, la Intendencia conformó el equipo técnico para 
hacer el seguimiento de las obras en la fase siguiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Podría especificarse el motivo de la rescisión? 


SEÑOR TURBAN.- No es el único proyecto en el cual se había contratado a Inypsa-Ductor, y por 
lo que habían sido los informes en su momento, había desacuerdos sobre su contenido y seguimiento. 
Dado que el programa es financiado y la Intendencia Departamental tiene la posibilidad de dirigirlo, se 
acordó a los efectos de que se pudiera rescindir. Según ese acuerdo, hasta donde tengo conocimiento 
se pagaron los productos efectivamente aprobados y se rescindió lo que era el resto del contrato que 
se había realizado, con el fin de que esos fondos que no se iban a utilizar, se pudieran destinar al pago 
de los consultores individuales. No tengo aquí en mi poder el contenido de la rescisión. 


SEÑORA CAMPOLEON!.- El punto 4 de la transparencia dice: Proyecto ejecutivo aprobado por la 
Intendencia y por el programa en mayo del 2009. Y antes dice: Aprobación del proyecto por el barrio. 
Eso es en el año 2007. Quiere decir que ya en el año 2007 había un proyecto hecho y aprobado por los 
vecinos, que recién llegó a la fase de proyecto ejecutivo un año y pico después. Eso fue a 
consecuencia de que la consultora demoró muchísimo en terminar el proyecto ejecutivo, sobre todo las 
aprobaciones a nivel de red eléctrica en UTE, la aprobación en la Dinama por la planta de tratamiento, 
la aprobación de OSE en materia de saneamiento, etcétera. Eso llevó a un desgaste de las relaciones 
entre la Intendencia y la firma, que terminaron en la rescisión del contrato. 


SEÑOR CABEZUDO.- Otro aspecto que debemos tener claro es el que tiene que ver con el 
financiamiento del programa para las obras. Yo dije que el programa aporta un financiamiento 
sustancial pero no suficiente para la realización de la totalidad de las obras. El reglamento operativo del 
programa establece que el costo total de la inversión por lote de beneficiarios directos o indirectos -y 
ahora voy a hablar de lo que estos son- no deberá exceder las 90.582 unidades indexadas. Los 
beneficiarios del programa son los lotes. Es un programa de mejoramiento de barrios y, por lo tanto, el 
barrio se constituye por lotes beneficiarios. Por lote beneficiario, de acuerdo con lo que dice el 
reglamento operativo, el programa no excede ese monto de 90.582 unidades indexadas. Para este 
proyecto en particular, el costo por beneficiario directo -sin considerar otras fuentes de 
financiamiento-, es decir, lo que el programa aporta, son 89.662 unidades indexadas. Está claro que, 
además de esto, el programa financia obras complementarias. ¿Qué son obras complementarias? Son 
las que no están directamente en el asentamiento irregular sino en el entorno o que estando en el 
asentamiento benefician más allá del propio barrio. Por ejemplo, si el Programa beneficia a un CAIF y 
la cobertura territorial de dicho Centro excede la población del asentamiento -cosa que ocurre-, esa 
inversión, en parte, es complementaria. Para los beneficiarios directos del asentamiento es una 
inversión directa y para el entorno formal es una inversión complementaria. El reglamento operativo fija 
el límite para las obras complementarias en el 13% y es ese porcentaje lo que aporta el Programa en 
este proyecto. 


Con respecto al tema de los realojos el reglamento operativo vigente en ese momento decía 
que el Programa podía financiar hasta un 25% de viviendas del asentamiento. ¿Por qué este límite 
que siempre da lugar a mucha discusión? El Programa de Mejoramiento de Barrios apunta a la 
estructura del barrio, a las redes de servicios y a la formalización en la tenencia de la tierra, pero no es 
un programa de vivienda. Lo que hace de vivienda más allá de ese 25% -que incluso hoy es un 
porcentaje menor- es a través de la articulación de su política con otras políticas del Estado, del 
Gobierno, particularmente del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de la 
Dirección Nacional de Vivienda. El objeto central del Programa es atender al barrio y no a la vivienda. 
Los realojos, en definitiva, tienen dos motivos. Uno de ellos se relaciona con un tema de infraestructura 
pues tengamos en cuenta que en un territorio informal es imprescindible abrir una calle y en su trazado 
puede haber tres o cuatro familias que construyeron su vivienda y, evidentemente, habrá que 
realojarlas. En el otro caso se encuentran las situaciones de extrema vulnerabilidad social que a veces 
es imprescindible atender. Entonces, el Programa cubre hasta ese 25% luego de atender las 
situaciones de infraestructura. Para este barrio, el número de realojos previsto inicialmente a partir del 
censo de beneficiarios es del 15% de las viviendas del asentamiento. Quiero hacer una mención 
particular al censo de beneficiarios, que es la primera tarea que lleva adelante la firma consultora 


cuando llega al barrio. Este censo tiene un valor de información para llevar adelante el proyecto pero 
también, fundamentalmente, permite consagrar los derechos de beneficiarios a residentes en el barrio; 
figurar en el censo le permite acceder a los beneficios que otorga el Programa, el último de los cuales 
es la titularidad de la tierra. Todo el proceso tiene como marco de población a las personas censadas 
que, repito, son las beneficiarias del Programa. 


En función de lo dicho, el convenio de financiamiento -que es el segundo que se firma con la 
Intendencia para llevar adelante las obras-, cuyo texto también está agregado en la carpeta, establece 
que analizado el costo de las obras, el límite de financiamiento del Programa y la cantidad de 
beneficiarios el monto total a financiar por el Programa asciende a $ 78:000.000, leyes sociales e 
impuestos incluidos, más los ajustes paramétricos. 


La cuarta cláusula del convenio de financiamiento subraya, además, que el financiamiento de 
cualquier variación que pudiera introducir la Intendencia no formará parte de la propuesta ni objeto de 
este convenio. Quiere decir que la Intendencia puede llevar adelante una obra mayor y reformular 
aspectos del proyecto que, en definitiva, le pertenece -y ello puede implicar mayores costos-, lo cual no 
será objetado por el Programa, pero está claro que esos temas están por fuera de este convenio. 
Puede ocurrir que a la Intendencia le sirva que el Programa realice la ejecución financiera del 
sobrecosto y transfiera, en una única vez, a la Unidad Coordinadora del Programa, los dineros 
necesarios para pagarlos. 


La quinta cláusula refiere a la empresa contratada. Se trata de la empresa José Cujó S.A. 
producto, como ya dije, de una licitación pública internacional, con ese monto de financiamiento. 


En la cláusula quinta está clara una cuestión muy importante para el Programa: los ajustes 
paramétricos de los montos contratados serán cubiertos únicamente por el plazo inicial del contrato. 


Estos recursos que aporta el Programa para financiar el contrato que firman la Intendencia 
de Colonia y la empresa José Cujó S.A. se aplican a las siguientes obras: 212 conexiones de 
electricidad; 234 conexiones de saneamiento; 5.240 metros lineales de red de saneamiento; pozo de 
bombeo y planta de tratamiento de aguas de saneamiento; 6 bocas de tormenta; 9.200 metros lineales 
de cunetas revestidas; 800 metros de cordón cuneta; 84 alcantarillas; rectificación del Canal Higueritas; 
4.860 metros de red de alumbrado; 4.300 metros de red de energía eléctrica; 32.825 metros cuadrados 
de vías vehiculares; 7.930 metros cuadrados de vías peatonales; 211 ejemplares para el arbolado; 2 
plazas; 2 espacios, uno deportivo y un anfiteatro, y la ampliación y el mejoramiento del merendero 
existente en el barrio. 


Dado que el costo de las obras proyectadas y aprobadas por los vecinos supera el límite de 
financiamiento del Programa, la Intendencia busca otras fuentes complementarias a los efectos de 
llevar adelante la totalidad del proyecto comprometido con los vecinos. Es así que acuerda con la OSE 
la ejecución de la Red de Agua Potable, con el Ministerio de Desarrollo Social las canastas de 
materiales necesarias para realizar el mejoramiento de los baños y las conexiones a saneamiento y 
asume la terminación asfáltica de la vialidad. Esto conforma la bolsa de dinero que hace posible pagar 
la totalidad de la obra. 


En función de ello y dado que la situación financiera queda resuelta, el 31 de diciembre de 
2009, el último día del año, se firma el contrato con la empresa seleccionada José Cujó S.A. La obra se 
inicia normalmente luego de la licencia de la construcción y, con la peripecia normal de cualquier obra, 
llega a su sexto o séptimo certificado en el mes de julio de 2010, cuando ocurre un conjunto de hechos 
que son determinantes para comprender lo que sucederá luego. 


Hay un cambio en la integración de la comisión de vecinos del barrio; a su vez, asume un 
nuevo Gobierno Departamental y se constituye -como en otros lugares- el Consejo Municipal de Nueva 
Palmira. A partir de este momento surgen desde la nueva Comisión y desde el Municipio, 
cuestionamientos a la obra que -más allá del detalle que se pueda realizar- básicamente apuntan a dos 
aspectos sustanciales. Uno, a la solución que se ha dado a los desagúes pluviales. Hay que tener 
presente que los Barrios Asencio e Higueritas están en el borde de Nueva Palmira contra el bañado 


que termina en el Río de la Plata. Todos los desagúes pluviales de Nueva Palmira terminan en esta 
zona con lo cual los caudales que se recogen en este lugar son relativamente importantes. Más allá de 
existir algunas cuadras con cordón cuneta, la solución por la que optó la Intendencia fue construir 
cunetas a cielo abierto revestidas de hormigón a partir de la experiencia de que los entubados 
subterráneos son de muy difícil mantenimiento. Recién se sabe que falta mantenimiento en un desagúe 
pluvial subterráneo no visible que se obstruye en una zona baja de una ciudad, cuando se produce una 
inundación en el barrio, cuando se desbordan los desagúes y se inundan las casas. 


Entonces, la Intendencia, con buen criterio, en ese momento opta por una solución de 
desagúes abiertos, visibles, inspeccionables, más aun cuando estamos hablando de una localidad del 
interior del departamento, donde las dificultades propias de la Intendencia para hacer mantenimiento se 
acusan. 


En este caso los planteos se hacían por rechazo a estas cunetas. Se propusieron soluciones 
para mejorar la seguridad, por la eventualidad de que alguien pudiese caer en las cunetas, pero no 
hubo mayor satisfacción de quienes demandaban, lo que llevó a que la Intendencia reformulara en su 
totalidad el proyecto de desagúes pluviales y extendiese el sistema de cordones cuneta, lo cual implicó 
mayores costos de la obra. Esos mayores costos fueron financiados por el programa en la medida que 
la Intendencia asumió para su financiamiento, la construcción de la planta de tratamiento. Los recursos 
que inicialmente estaban destinados a la planta de tratamiento se aplicaron a mejorar el sistema de 
desagúes pluviales, documentando la Intendencia que asumía para sí el financiamiento de la planta de 
tratamiento. 


El segundo cuestionamiento que recibe el proyecto por parte del Municipio y la Comisión de 
Vecinos está vinculado a la disposición final del saneamiento. En la imagen se pueden ver pintados de 
amarillo los barrios Asencio -a la izquierda- e Higueritas -a la derecha- y dos rectangulitos fucsias; lo 
que aparece oscuro, abajo, es el Río de la Plata y el rectángulo fucsia contra el barrio es la planta de 
tratamiento que había proyectado Inypsa-ductor, que había sido aprobada por la Intendencia y por 
OSE según una nota dirigida al PIAl el 16 de junio de 2008 y aprobada por la Dirección Nacional de 
Medio Ambiente, según expediente 2009/06029, de 26 de noviembre de 2009. Estas instancias que se 
produjeron con anterioridad a la licitación de la obra fueron las que permitieron que este aspecto del 
proyecto ejecutivo se incorporase en los pliegos del llamado y fuese cotizado por la empresa Cujó. 
Esta es la solución que inicialmente los vecinos y el Municipio cuestionaron. Frente a este 
cuestionamiento, la Intendencia toma el camino de analizar alternativas a esta solución con la misma 
idea que aplicó a los desagúes pluviales de reformular el proyecto asumiendo los mayores costos, 
como decía el convenio en su ejecución. Es así que genera una primera alternativa -que no aparece 
dibujada porque es muy pequeña, pero es inmediata a la primera ubicación- que es la de instalar una 
planta compacta de tratamiento de saneamiento, que es similar a las UPA para el tratamiento del agua 
potable, que son mucho más conocidas. La experiencia que hay en ese sentido es la del Hotel 
Sheraton en la ciudad de Colonia. Los costos son sensiblemente superiores -cinco veces-, pero la 
Intendencia estaba dispuesta a asumirlos. Sin embargo, no hubo un informe favorable de OSE debido 
a que son plantas que tienen un mantenimiento relativamente sofisticado; es más, el hotel tuvo 
problemas de saneamiento, a pesar de utilizar una planta mucho más pequeña que la que necesita un 
barrio con 300 familias. 


Por tanto, la Intendencia se vuelca a analizar otra alternativa, que es impulsar el efluente del 
saneamiento a las plantas de tratamiento de efluentes, volcándolo en las lagunas y el emisario 
propiedad de Malterías del Uruguay, lo que hoy es Ambev. Eso se puede ver en la lámina como una 
línea fucsia que va hacia abajo. 


En principio, Ambev, manifestó estar de acuerdo con la solución porque con este tipo de 
vertidos mejoraría la eficiencia de sus propias plantas, pero el nivel más alto de decisión de Ambev -ya 
a nivel internacional-, la llevó a no hacer lugar a la solicitud de la Intendencia de Colonia, frustrándose 
así la solución de Malterías del Uruguay. 


Finalmente, la última opción -a este respecto, queremos señalar que las opciones que 
manejamos son aquellas de las que nos ha informado por documentos la Intendencia de Colonia, lo 
cual no significa que sean las únicas, pero son las que el Programa tiene conocimiento- que manejó la 


Intendencia de Colonia, en un principio de acuerdo al que llegó hacia mediados del año pasado junto al 
Municipio, era desplazar unos trescientos metros la planta inicial hacia dentro del bañado - 
representado por el rectángulo fucsia que aparece más abajo en la lámina-, con algunas medidas de 
mitigación por eventuales olores. En este principio de acuerdo, la Intendencia asumía la reformulación 
del proyecto y, obviamente, las nuevas aprobaciones requeridas por la OSE y la Dirección Nacional de 
Medio Ambiente. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Me gustaría saber si la objeción a la planta de tratamiento del proyecto 
original era por la proximidad a las viviendas o por alguna otra razón. Hago esta consulta porque no me 
doy cuenta cuál puede ser la objeción. 


SEÑOR CABEZUDO.- Tal vez la arquitecta Campoleoni pueda complementar este aspecto porque, 
además, en ese momento se desempeñaba como arquitecta Supervisora del Programa en Nueva 
Palmira; de manera que tiene un conocimiento muy fino de la peripecia de la planta. 


Como primera cuestión, Nueva Palmira no tiene red de saneamiento; la primera red de 
saneamiento que va a tener la localidad de Nueva Palmira es esta. En su momento, esta planta de 
tratamiento fue concebida -así se puso en conocimiento de OSE y de la Dinama- como provisoria, ya 
que la OSE proyecta, en el mediano plazo, una red definitiva para la localidad. Esta planta es 
proyectada, aprobada y va a ser operativa por un tiempo parcial, es decir, hasta que esté operativo el 
saneamiento definitivo. 


Imagino que los primeros cuestionamientos obedecen a la proximidad y por el tema de que 
es algo provisorio porque, con esta lógica de participación del barrio en la formulación del proyecto, 
siempre se manejó así: sería una planta provisoria hasta que estuviese operativa la planta definitiva. 
Esta situación llevó a buscar otra solución que tuviera un carácter o un nivel de mayor seguridad. Más 
allá de que no tenemos la documentación que lo avale, nos consta que en su momento se planteó 
utilizar el pozo de bombeo que hay allí como una especie de gran depósito de aguas servidas para 
que, a través de camiones barométricas, se pudiese hacer la extracción de los líquidos y se los volcase 
en la planta de tratamiento que tiene la OSE a tal efecto. La OSE entendió que eso no era posible 
porque está colmatada la capacidad de tratamiento de su planta. 


SEÑORA CAMPOLEON!.- Lo primero que se manifestó fue la cercanía de la planta a las viviendas, 
razón por la cual se explora -ello figura como opción tres- el tema de alejar más la planta de las 
viviendas. Es así que surge, desde el Municipio, un nuevo tema -es el planteo realizado por los vecinos 
al concurrir a esta Comisión y que consta en la versión taquigráfica-, es decir que el vertido de la planta 
al canal Higueritas estaría contaminando la zona turística del puerto de Nueva Palmira. Cuando, en 
realidad, tanto la Dinama como la OSE, los técnicos que han actuado en este proceso y los asesores 
de la propia Intendencia dicen que las aguas que resultarían después del tratamiento son aguas 
limpias; para eso está el tratamiento. Lo último que se manifiesta es el temor de la contaminación de la 
zona turística del puerto de Nueva Palmira, razón por la cual la opción tres -que es la última que se 
explora- creo que tampoco hoy por hoy es viable. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Me gustaría saber qué distancia existe entre la planta y el puerto y si el “agua 
limpia” -entre comillas- escurre a cielo abierto o si lo hace por algún ducto. 


SEÑORA CAMPOLEON!.- El agua escurre a través del canal Higueritas que es el que figura 
destacado en la presentación. Ese canal es como un desagúe del bañado. La zona que se encuentra 
hacia abajo del barrio es muy baja, allí están los bañados aledaños al puerto de Nueva Palmira. En 
realidad, el canal Higueritas sería un desagúe del bañado que ya está construido. El planteo era que 
las plantas desagotaran a través del canal Higueritas hacia la zona del puerto. 


SEÑOR CABEZUDO.- Está claro que esto fue puesto a consideración de la Dinama que es la que 
aprueba el vertido. Es decir que hay un informe técnico ambiental y un análisis del tratamiento de las 
cargas orgánicas finales. Reitero que existe un informe técnico sumamente detallado que concluye en 
estas cuestiones que son las que habilitan la aprobación de la Dinama. No se trata de aguas servidas 
sin tratamiento. 


SEÑORA CAMPOLEON!I.- Además, se trata de una situación transitoria, no permanente. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Estamos acostumbrados a que lo transitorio muchas veces es para toda la vida. 
Técnicamente hablando, esa no debe ser la mejor solución; probablemente, sea el único camino o la 
última alternativa que va quedando para sanear un barrio. 


Evidentemente, aquí hay un problema ya que es el propio Estado el que está operando y no 
está resolviendo un tema trascendente vinculado a la salud. Es por ello que muchas veces se llega a 
este tipo de denuncias que se escriben con letra mayúscula. Actualmente, el resto del centro poblado 
no tiene saneamiento sino pozos negros, por lo tanto se está esperando la solución técnica que 
corresponda. Cabe destacar que se focaliza en este tema porque es el propio Estado el que está 
operando, razón por la cual es mucho más responsable de encontrar la mejor solución. 


SEÑOR CABEZUDO.- Quiero hacer dos consideraciones. La primera de ellas es que el Banco 
Interamericano de Desarrollo -que es uno de los organismos que nos audita permanentemente- es 
extremadamente celoso de los aspectos ambientales. Allí, la política del banco es mucho más exigente, 
incluso, que la legislación nacional. Obviamente, esto tiene la no objeción del banco. 


La segunda cuestión es que la OSE, cuando aprueba esto, dice que es una solución 
provisoria y que tiene entre sus proyectos, encarar en el futuro mediato el saneamiento de Nueva 
Palmira. Pero a raíz de esta conflictividad, el año pasado el propio Presidente de OSE, frente al 
Municipio y vecinos de la localidad de Nueva Palmira, comprometió, asumió e inició la formulación del 
proyecto para la red de saneamiento -sobre esto existen también documentos-, con el propósito de que 
en la asignación de recursos con el nuevo presupuesto, en el año 2015, queden financiadas las obras. 
Insisto en que OSE entiende que la solución es provisoria, pero justamente para no caer en esa 
cuestión del provisorio para siempre, asumió formalmente el proyecto a partir de este año y las obras a 
partir de 2016, cuando cuente con los recursos necesarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los vecinos han manifestado que cabía también la posibilidad de contar con 
un terreno de una zona franca, que podría servir como depósito. ¿Cómo se trabajó sobre ello? 


SEÑOR CABEZUDO.- Aquí hay una cuestión que ya expresé: estas opciones de localización y 
alternativas técnicas fueron elaboradas por la Intendencia de Colonia e informadas al Programa. Sobre 
este tema de la zona franca hemos escuchado hablar, pero la Intendencia nunca presentó un proyecto 
para construir la planta de tratamiento allí. Estas son las variantes que conocemos. En su momento 
mencioné la del pozo de bombeo utilizado como depósito y con barométricas. Son todas versiones que 
hemos escuchado y que los señores Senadores también conocen por los vecinos, pero la Intendencia 
nunca nos dijo que iba a optar por determinada solución para resolver el problema. Esto se manejó a 
nivel de vecinos y del Municipio, pero la Intendencia nunca lo trasladó al Programa como una solución 
para la disposición final. Sí conversamos informalmente en algún momento, reitero, sobre la posibilidad 
de utilizar el pozo de bombeo como depósito transitorio con barométricas, pero tampoco eso quedó con 
algún tipo de documentación. Las opciones que estamos presentando son aquellas de las que nosotros 
tenemos conocimiento, en nuestro rol de supervisores del proceso, por documentación aportada por la 
Intendencia. 


¿En qué estamos hoy? Ya algo hemos avanzado. Actualmente se alcanzó el 100% del 
financiamiento comprometido por el Programa. En la medida en que la Intendencia dijo que asumía la 
planta de tratamiento y que se iban a aplicar esos dineros a mejorar la solución de aguas pluviales, la 
empresa aplicó esos recursos y se solucionó el tema. Y en ese mismo mes de diciembre del año 2011, 
cuando se alcanza el 100% del financiamiento de las obras por parte del Programa, la Intendencia y la 
empresa resuelven, de común acuerdo, suspender las obras. Los vecinos dicen que la empresa los 
abandonó, pero la realidad es que no incumplió el contrato, sino que, insisto, suspendió los trabajos de 
común acuerdo con la Intendencia. En ese momento, como ocurre cuando hay un cierre, la Intendencia 
realiza la recepción parcial de las obras. Tengo aquí la lista de las obras recibidas, si a los señores 
Senadores les interesa. Quiero mencionar, por ejemplo, las obras de infraestructura de vialidad y 
pluviales, de agua potable y de energía eléctrica, aunque en este caso falta la aprobación final de UTE. 
El alumbrado público está terminado, pero la Intendencia tiene que hacer la aprobación final. La red de 
colectores de saneamiento tiene algunas inspecciones parciales, pero faltan otras. Las obras de 


equipamiento barrial que mencionábamos tienen una recepción parcial. Y los realojos también tienen 
una recepción parcial. En estos casos las obras están terminadas pero son recibidas provisoriamente 
por la Intendencia. Esto quiere decir que si hay defectos en la construcción, si aparecen patologías, si 
están sin terminar o la terminación de la obra presenta dudas, una vez realizada la recepción 
provisoria, conjuntamente con ella se creará un listado con las observaciones que es preciso que la 
empresa levante en el tiempo siguiente. A su vez, la Intendencia se asegura mediante contrato -con los 
montos retenidos en garantía y con las pólizas depositadas por la empresa- de disponer de los 
recursos, y en caso de que la empresa no cumpla, cumplir con lo pactado. En este momento, nos 
encontramos en esta instancia. Tenemos una obra parada de común acuerdo entre la Intendencia y la 
firma, las garantías están disponibles, queda pendiente terminar la recepción provisoria, levantar las 
observaciones y las obras pendientes, particularmente, la planta de tratamiento de saneamiento. 


En función del proceso iniciado en julio de 2010, cuando empiezan las demandas relativas a 
las pluviales y al saneamiento, el Programa acompaña a la Intendencia en su lógica de asesoramiento, 
de apoyo, de seguimiento y de supervisión, en el proceso de análisis de las alternativas, tanto para las 
pluviales como para el saneamiento. En forma permanente advertimos que debía resolver con premura 
estas cuestiones, dado que existe un contrato vigente con una empresa constructora que está 
avanzando a buen ritmo y que si no se toman las decisiones oportunas, puede darse un escenario en 
el que las decisiones no se hayan tomado y la obra esté prácticamente terminada. Eso es lo que 
efectivamente ocurre. En la carpeta que dejaré a disposición de los señores Senadores, hay unas 
cuantas notas formales del Programa dirigidas a la Intendencia urgiendo por la toma de decisiones 
vinculadas a este tema. El escenario que se constituye en diciembre de 2011 cuando la obra debió 
paralizarse -esto ocurre de común acuerdo entre la empresa y la Intendencia-, es el peor que visualizó 
el programa y así se lo hizo saber oportunamente a la Intendencia. 


No obstante haber culminado la financiación del programa, donde se hizo una inversión de 
US$ 4:000.000, hay una red de saneamiento enterrada que no está operativa -a la que están 
conectadas las familias en forma clandestina-, que no lleva a ningún lugar y que en las partes bajas, 
por las tapas de registros emergen las aguas servidas. Las viviendas de realojo se construyeron y se 
entregaron a las familias que estaban viviendo en terribles condiciones, con un pozo negro 
absolutamente provisorio constituido por dos caños. Si se pretende que la gente viva en mejores 
condiciones, habrá que traer un camión de barométrica que los asista permanentemente, pero hay que 
mejorar la calidad de vida, a partir del momento en que la vivienda se pueda habitar. La realidad es que 
hoy los pozos negros son transitorios y desbordan las cunetas. 


En este escenario, el Programa no puede lavarse las manos. Lo que hicimos -más allá de las 
gestiones que no están documentadas- fue convocar a una reunión que se realizó el 11 de julio del año 
pasado entre la empresa y la Intendencia, a los efectos de facilitar las condiciones para un acuerdo en 
el que la Intendencia pueda tomar las decisiones necesarias, y que la empresa pueda retomar los 
trabajos. De esta reunión surge un acta -que está agregada a la carpeta que voy a dejar- donde se dice 
que mediante este acuerdo se constituye un comité técnico con el cometido de establecer un listado de 
tareas pendientes para habilitar la recepción parcial sin observación de las obras. Ese comité se 
reunió; estaba integrado por la Intendencia, por la empresa y por un arquitecto supervisor del 
programa. Se elaboró el listado de trabajos pendientes; todo está pronto, con una excepción: no está 
definida la disposición final de los afluentes de saneamiento. 


Por lo tanto, de acuerdo con lo pactado en aquella reunión realizada en julio, es necesario 
cerrar ese listado, acordar el cronograma de obras, costos o sobrecostos involucrados. También es 
imprescindible que la Intendencia defina cuál es la solución final que va a adoptar para las aguas de 
saneamiento, medida que hasta el momento no nos ha comunicado. 


Básicamente esa es la situación en la que nos encontramos actualmente. Nosotros estamos 
esperando y seguimos haciendo gestiones. Ante nuestro requerimiento -hace ya tres semanas:, la 
Intendencia nos manifestó su voluntad de participar en una nueva reunión con la empresa para ver en 
qué se puede avanzar. Por nuestra parte, la intención es la de facilitar el avance. 


Antes de venir a la Comisión nos aseguramos de que la Intendencia continuara manteniendo 
el interés en llevar adelante esa reunión. Aparentemente, ello es así. Nosotros estaremos atentos, 


como lo hemos estado a lo largo de todo el proceso, para facilitar el encuentro de una solución. 


Pensemos que son trescientas familias las que han mejorado sustancialmente su calidad de 
vida con las obras ya realizadas. Pero no podemos perder de vista que tenemos una red de 
saneamiento enterrada, que costó mucho dinero, que eso es endeudamiento externo que lo estamos 
pagando todos los ciudadanos de este país, y que esa inversión no está redundando en una mejora de 
la calidad de vida, particularmente en lo que hace al saneamiento de las familias de este barrio. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Desde luego, me parece muy bien que se hayan puesto de acuerdo con la 
empresa, con la Intendencia. A su vez, pienso que es algo muy positivo que hayan elaborado un listado 
de las obras pendientes y un cronograma. 


Yo no participé en la última reunión en la que se recibieron a los vecinos. Por eso me 
gustaría saber si ellos están involucrados en esta decisión final como manera de hacerlos socios y 
partícipes de esta solución definitiva. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR CABEZUDO..- No hay que perder de vista la supervisión del Programa y el relacionamiento de 
la Intendencia con los vecinos. El artículo 7% del convenio de subejecución establece que el convenio 
cesa una vez que culminan los desembolsos. En este momento no hay una relación institucional 
regulada por el convenio con la Intendencia. 


Al respecto, no sabemos cómo la Intendencia está manejando en este momento la 
información con los vecinos, pues ya cesó nuestro rol de supervisores. Lo que sí conocemos -porque 
estamos participando de este comité técnico- es el listado de tareas pendientes. Algunas de ellas, que 
mencionan los vecinos, son obras pendientes de realización. El espacio exterior del club de niños no 
tiene observaciones. También figura el tramo de vereda ubicada en plano a refaccionar; oquedad en 
bancos sobre la calle Montevideo; reparación, acondicionamiento y retiro de materiales de veredas y 
cordones perimetrales en el espacio recreativo de la Manzana 215. Este es un listado muy exhaustivo y 
detallado de cuestiones pendientes a resolver. Entre otros asuntos, están pendientes de resolución los 
desagúes pluviales de los centros de manzana, que es una cuestión de la que hablan los vecinos. 


No quiero entrar en el detalle de responder caso a caso, pero las situaciones puntuales que 
mencionan los vecinos están en este listado, además de otras que están identificadas en el del comité 
técnico. 


SEÑORA CAMPOLEON!.- En realidad, una vez que el Programa termina su actuación en el barrio, 
como Programa no nos compete tener contacto directo con los vecinos. Nuestra competencia implica 
que se lleven adelante las obras de la manera establecida en los documentos. No se trata de que el 
programa tenga un contacto con los vecinos previo o permanente; el contacto siempre es a través de 
las Intendencias, con las instituciones y, en este caso, podría ser con el Municipio. 


SEÑOR CABEZUDO.- Está claro. Por eso yo quise empezar con la descripción de las obligaciones 
que asumía cada una de las partes en el convenio de subejecución. Nosotros acompañamos, 
asesoramos, apoyamos, financiamos un proyecto que la Intendencia lleva adelante con un barrio. En 
las lógicas del convenio, en la medida en que está vigente, nosotros supervisamos, pedimos 
documentación, la podemos exigir, y la vigencia del convenio, por el artículo 7%, es mientras duran los 
desembolsos del programa. Estos terminaron en diciembre de 2011. Desde ese punto de vista, ya no 
tenemos el derecho de exigir documentos, de supervisar, sino que lo único que nos queda hacer para 
rescatar la obra es -en una gestión de buena voluntad y de compromiso con los vecinos del barrio, 
fundamentalmente- procurar generar las condiciones para que culminen de la mejor manera. Pero ya 
no tenemos un marco institucional que nos dé un rol claro por el cual demandar. No podemos 
demandar por un rol; solo el de facilitadores, de buena fe y de buena voluntad. No sé si esto es claro a 
los efectos de establecer cuál es la situación institucional del Programa con el barrio y con la 
Intendencia en este momento. Con el barrio, nunca, y con la Intendencia, desde diciembre de 2011, 
cuando culminan los desembolsos del Programa, tampoco. 


SEÑOR TURBAN.- Quiero hacer una aclaración que puede informar mejor a la Comisión. Debemos 
recordar que el contrato se firma entre la Intendencia Departamental y la empresa constructora. 
Muchas veces, el decurso del contrato lleva a que en el rol supervisor se esté en contacto sugiriendo 
medidas para que la gestión de los contratos sea lo más adecuada posible. Ello incluso conduce a la 
convocatoria a reuniones de carácter técnico y sugerencias de aplicación hasta de multas o sanciones 
o de regular la gestión de los contratos. Además, conviene saber que por normativa del BID, estos 
conflictos que se dan entre las Intendencias y las empresas, no se dirimen en el ámbito de la Justicia 
Civil. Hay mecanismos de solución de controversias específicamente planteados por el Banco 
Interamericano de Desarrollo. Llegado el caso, se alcanzan soluciones de arbitraje; por ejemplo, ha 
habido una situación de este tipo entre la Intendencia de Rivera con la empresa Stiler. Eso es bueno 
decirlo, porque si acá hubiera situaciones de conflicto -esperemos que no-, no se van a dirimir en la 
Justicia Civil sino mediante un mecanismo de arbitraje, del cual el Programa ya tiene experiencias con 
resultado favorable para la Intendencia de Rivera con la empresa, por un tendido eléctrico. Eso es 
bueno saberlo también, porque puede llegar a pasar en cualquier obra de este tipo y esas situaciones 
se van a dirimir por el sistema de arbitraje. 


Otro elemento importante es que el programa, como tal, no tiene personería jurídica. Esto 
quiere decir que no es demandado en los juicios y su rol es, simplemente, el de supervisor. Por eso, la 
relación contractual formal como tal, se da entre los subejecutores, que son las Intendencias, y las 
empresas. Además, reitero, la solución de controversias finales ni siquiera se da por los mecanismos 
comunes de la Justicia Civil, sino por los de arbitraje. Hago esta simple aclaración para aportar otro 
elemento más acerca de la especificidad que este Programa tiene. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Realmente nos parece sustancial el dato porque el arbitraje puede ser el 
elemento central que permita acelerar lo que, vamos a suponer, hasta el momento es la voluntad de 
todos para superar el problema. No solo podría afectar la obra en sí, sino también un conjunto de otras 
obras que determinada institución pueda estar realizando con un organismo que cuente con estos 
mecanismos de arbitraje para que los recursos efectivamente se concreten de buena manera. Reitero 
que esto no es menor porque los vecinos reclaman una auditoría. Acá tenemos otro camino que nos 
parece relevante y que no conocíamos, al menos quien habla. Esto es importante a la luz de todos los 
financiamientos que puedan estar produciéndose. 


SEÑOR TURBAN.- El mecanismo de solución de controversias se dispara si la Intendencia Municipal 
de Colonia, en este caso, y la empresa no llegaran a una solución respecto de cómo terminar el 
contrato. Si no alcanzaran un acuerdo y hubiera diferencias, el camino previsto en los pliegos es el del 
arbitraje. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda claro y, reitero, es una información que nosotros entendemos muy 
importante para la Comisión. 


Si los señores Senadores no tienen más preguntas quisiera hacer una especie de resumen 
de esta rica intervención que se ha realizado. Habría dos grandes elementos a culminar; una parte 
tiene que ver con el saneamiento y otra está vinculada a otros problemas relacionados con las 
construcciones propiamente dichas. Inclusive, advertíamos en el acta la no construcción de un centro 
comunitario y la edificación de un centro que aparentemente los vecinos no utilizan o no están de 
acuerdo con su alto costo. Son dos órdenes de problema que están siendo tratados por una Comisión. 
Ese sería el estado actual de situación. Si esa Comisión -que también está integrada por el PIAl- no se 
pusiera de acuerdo en la resolución de estos temas, ¿se iría a un arbitraje? 


SEÑOR CABEZUDO.- No es el caso. Esta Comisión Técnica tiene como cometido establecer cuáles 
son las observaciones de las obras que quedaron pendientes. Dicha Comisión trabajó y llegó a un 
acuerdo sobre todos los ítems. Hay un aspecto que tiene que resolver la Intendencia y no la Comisión; 
me refiero a la solución para la disposición final del saneamiento. Si la Intendencia decide hacer la 
planta, la Comisión Técnica, con ese insumo, informará cuál es el costo y en cuánto tiempo se deberá 
realizar. De ese modo cierra su listado, el acuerdo y el cronograma. Ahí se podrían iniciar los trabajos. 
En la medida en que no hay una decisión de parte de la Intendencia acerca de cuál es la solución, la 
Comisión Técnica está bloqueada. Este documento que tengo aquí, en realidad no es tal sino el trabajo 
de dicha Comisión, el cual está incompleto porque sigue a la espera de esa definición. 


Vale destacar que el relacionamiento entre la empresa y la Intendencia es muy bueno. De 
hecho, en la reunión de julio del año pasado ambas partes manifestaron su acuerdo. Incluso, la 
empresa dijo que no tenía problemas en esperar, etcétera. Si me permiten, voy a leer una parte de esa 
Acta, que ustedes tienen. Dice lo siguiente: La Intendencia acordará con el Municipio. Se entiende que 
este actor deberá estar de acuerdo con esta propuesta -me refiero a la de hacer la planta inicial de 
tratamiento- previo a retomar las actividades en el barrio. La UCP, del Programa de Mejoramiento de 
Barrios, a su vez coordinará con OSE y el Plan Juntos para definir una propuesta conjunta en la 
localidad de forma de que las diversas intervenciones contribuyan a una unidad de acción en el 
territorio. 


En el punto 6* se acuerda una asamblea en el barrio con los vecinos. Luego de haber 
mantenido las comunicaciones iniciales con cada una de las instituciones involucradas y alcanzados 
los acuerdos reseñados con la diversidad de actores, la Unidad Coordinadora del Programa, la 
empresa Cujó, los Municipios, el Plan Juntos, la OSE, y la Intendencia de Colonia convocarán -y esto 
creo que da respuesta a un planteo que hacía el señor Senador Chiruchi- a una asamblea en el barrio 
donde participarán todos los actores y, reitero, se los detalla -Intendencia, Municipio, Unidad 
Coordinadora del Programa, Cujó, Plan Juntos y OSE- a los efectos de comunicar a los vecinos las 
decisiones tomadas y el cronograma de actividades. ¡Esto no pasó nunca! 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Quién debía tomar la iniciativa para que se concretara? 


SEÑOR CABEZUDO.- La Intendencia, señor Senador. Se dice claramente que la Intendencia de 
Colonia convocará a una asamblea en el barrio donde participarán todos los actores, Intendencia, 
Municipio, Programa, Cujó, Plan Juntos y OSE, a los efectos de comunicar a los vecinos las decisiones 
tomadas y el cronograma de actividades. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Justamente me había llamado la atención eso, porque en esta acta de 
acuerdo que es del 11 de julio de 2012, en el punto 4, en el Cronograma de Obra, se dice que las 
partes acuerdan que la totalidad de las obras no podrán exceder el mes de diciembre de 2012. Quiere 
decir que aquí hay un primer incumplimiento. Además, no me queda claro por qué en el final del 
proceso se incluye al Plan Juntos, pero tal vez sea residual. 


En realidad en el punto 6, la Asamblea con los vecinos se fija para comunicar una 
resolución. 


SEÑOR CABEZUDO.- Exacto, señora Senadora. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- No solo que no se llevó a cabo sino que no es -según entiendo- para 
lo que se hizo al principio de todo este largo proceso, es decir, para la aprobación de las obras por un 
porcentaje importante del barrio. 


Quería dejar esta constancia porque, la verdad, me llamó la atención. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya que ha surgido el concepto de arbitraje como un elemento, me gustaría 
saber cuándo y cómo se pone en acción. ¿En qué plazos y en qué momento podría comenzar a 
operar? 


SEÑOR TURBAN.- Como bien señalaba el arquitecto Cabezudo, la situación planteada en este caso 
tiene la resolución especificada. El tema del arbitraje se da en el caso de que los contratantes, es decir, 
la Intendencia de Colonia y la empresa, tuvieran diferencias contractuales en cuanto a cómo finalizar la 
obra. Ello no sucede hoy en día, pero en el caso de que pasara, ese es un mecanismo previsto. En la 
actualidad el camino es el que se está recorriendo en este momento poniéndose de acuerdo en qué es 
lo que falta y la forma de llevarlo adelante. 


Se habían planteado una serie de dudas sobre cuáles son las finalizaciones del contrato y 
también se había dicho que había un abandono del contrato por parte de la empresa, pero eso no es 


así, y en el caso de que hubiera incumplimientos y demás, también hay implementadas soluciones 
desde el punto de vista jurídico. Reitero, no está planteado en este momento, lo cual no quiere decir 
que como última ratio no puedan adoptarse medidas. No obstante, en la actualidad la situación es la 
planteada por el arquitecto Cabezudo. 


SEÑOR CABEZUDO.- Ya que entramos a analizar el acta de atrás hacia adelante, quería hacer 
mención al segundo punto que es muy importante. En esa reunión la Intendencia comunica a la 
empresa Cujó que resolvió realizar la planta de tratamiento aprobada por OSE y Dinama en el proyecto 
ejecutivo de las obras del barrio. Eso lo comunica la Intendencia a la empresa el 11 de julio. Por tanto, 
en la medida que parecía haber una decisión tomada, se establece que el cronograma de las obras no 
debe superar diciembre de 2012. Pero la realidad indica que la Intendencia nunca termina de 
implementar esta decisión de modo que se pueda decir a la empresa que eso es lo que hay que hacer. 
Esa es la razón de que después se produzcan todos esos incumplimientos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se entiende, entonces, que acá hay un punto clave, que es el tema de la 
resolución de la disposición final de la Intendencia. 


SEÑOR CABEZUDO.- Quisiera hacer un último comentario sobre los realojos, que es un tema que 
aparece recurrentemente en los planteamientos de los vecinos y que es importante aclarar. 


Cada vez que se interviene en un asentamiento irregular la precariedad de la vivienda es un 
común denominador. Eso es bien claro y no tiene ningún tipo de controversia, pero también está claro 
que como el programa apunta al mejoramiento de los barrios, los realojos se articulan con otras 
políticas vinculadas a la vivienda y que se desarrollan en el ámbito del Ministerio a través de la 
Dirección de Vivienda. 


La definición de realojo, según el Reglamento Operativo, dice que se trata de un cambio de 
vivienda dentro o fuera de un predio de una o más familias, de un asentamiento irregular o de un área 
precaria, determinado por alguna de las siguientes razones: regularización urbana del asentamiento 

-aquello de que si tenemos una casa en el medio del trazado proyectado para una calle, es 
imprescindible realojar a esa familia- contaminación del suelo o del área; inundabilidad total o parcial 
del predio; no saneabilidad de la vivienda -es decir que no sea posible conectarla al sistema de 
saneamiento-, o reparcelamiento de los lotes para la regularización y ocupación de espacios públicos. 
Es decir que si se trata de un predio muy chico que es preciso reconfigurar y eso implica que una 
familia no tenga más lugar allí donde está instalada, deberá ser objeto de realojo. Además, los realojos 
son intransferibles y sus beneficiarios se determinan en el censo inicial realizado en el asentamiento. 
Hoy mencioné que el censo no solamente es una fuente de información para el proyecto, sino que 
consagra los derechos como beneficiarios de las familias. El beneficiario del realojo tiene nombre y 
apellido, es una persona. No se trata de construir determinada cantidad de realojos en un barrio, sino 
que se va a construir tantos realojos como beneficiarios haya. 


En el transcurso del proceso que va desde el llamado a licitación para la contratación de la 
empresa constructora y la ejecución de la obra, hubo cambios en el padrón social de los realojos. La 
cantidad de realojos construidos disminuyó de 34 a 29. Está claro que si hay cambios en el padrón 
social, el número de beneficiarios nunca va a ser mayor; va a ser menor o igual, pero nunca mayor. El 
contrato original contemplaba 34 realojos, luego se redujo el contrato a Cujó en setiembre de 2011 a un 
número de 32 y finalmente se construyeron 29 viviendas de realojos, asignándose los recursos que se 
habían liberado por la no construcción de los realojos a las obras que habíamos hablado de 
reformulación de los drenajes pluviales. 


Los motivos por los cuales estos realojos fueron dados de baja fueron de tipo social. Si la casa 
estaba ubicada en una calle, de todas maneras, había que intervenir. Dos realojos fueron dados de 
baja porque los beneficiarios abandonaron el lote luego de venderlos a terceros y, por lo tanto, el 
beneficiario con nombre y apellido desaparece. El que ocupa ese terreno no está en el censo, por lo 
que ese realojo no se construye. De lo contrario, estaríamos alentando un negocio inmobiliario informal 
que no está dentro de los propósitos y objetivos del programa. Si quienes ocupan no son los 
beneficiarios del censo, sino terceros, ese realojo no se construye. 


Un realojo fue dado de baja ya que, al verificar el trazado de la calle, la vivienda que se 
presumía que estaba invadiendo la vía pública, no lo estaba; por lo tanto, no era necesario construir el 
realojo. Además, dos fueron dados de baja: uno por fallecimiento del titular y, otro, porque el titular se 
muda a Montevideo y los hogares eran unipersonales. Como ese beneficiario deja de estar en el barrio, 
esos realojos no se construyen. Cabe señalar que esos recursos -por un monto que no detallaré, pero 
el dato está disponible- se reasignaron a las obras de reformulación del proyecto de aguas pluviales. 


Esto era cuanto teníamos para informar en primera instancia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presentación que han realizado. Creemos que de alguna 
forma van quedando aclaradas las responsabilidades de cada una de las partes involucradas, así como 
las principales dudas que el tema ha generado. Luego, la Comisión, nutrida de elementos y de 
conocimientos -la voluntad de todos es la solución del problema y no otra- evaluará los próximos pasos 
a dar para impulsar una solución porque los recursos están disponibles y las posibilidades abiertas. 


No tenemos más que agradecerles vuestra presentación. 


SEÑOR CABEZUDO.- En nombre del Programa Mejoramiento de Barrios, estamos agradecidos por 
poder trasmitir la complejidad de esta intervención y por la paciencia de ustedes en seguirla. 
Quedamos naturalmente a las órdenes para cualquier ampliación que sea necesaria, en el ámbito de la 
Comisión o por la vía que ustedes dispongan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias por su presencia en este ámbito. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 12 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


